
27  

INVESTIGACIÓN

Política social: el camino para la lucha 
contra la pobreza en Colombia*

Social policy: the road to fight poverty                            
in Colombia

Ismael Hernández Riaño**

Recibido: 4 de junio de 2015
Evaluado: 10 de julio de 2015 
Aceptado: 17 de julio de 2015

Resumen
El concepto de pobreza, en términos generales, se define como “la carencia de lo necesario 
para vivir”; sin embargo, este es un asunto mucho más complejo, que se ha intentado definir 
dentro de múltiples variables económicas, aunque aún no existe un acuerdo de cómo definirla. 
Tampoco se ha logrado establecer una medición general de la pobreza debido a las diferen-
tes circunstancias de cada sociedad, las épocas y múltiples variables que pueden sesgar los 
resultados; en consecuencia, cada país es único y debe adaptar las políticas sociales a su 
contexto.

Este artículo constituye una aproximación al análisis de los problemas de tipo social: ¿cómo, 
por qué y para qué el estado colombiano suma esfuerzos para eliminar la pobreza en su terri-
torio? y ¿cómo asume esta responsabilidad que se encuentra consagrada en la Constitución 
Política del país como una alternativa para lograr un acercamiento a la equidad social? En ese 
orden de ideas, se hará un seguimiento histórico a los indicadores obtenidos por diferentes 
metodologías que el estado colombiano ha realizado para cumplir con su responsabilidad. 
También se expone la metodología utilizada para calcular el Índice de Pobreza Multidimen-
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sional y los efectos que dieron respuesta a la política social generada como resultado de este 
estudio.
Palabras claves: Pobreza, distribución de la riqueza, equidad, transformación social, inclusión 
social, desigualdad. 

Abstract
The concept of poverty in general terms defines as “lack of what is necessary to live”, but is 
much more complex, it is an issue that has been intended to define within multiple economic 
variables but there is still no agreement on how to define it, nor such as establishing a general 
measurement by different circumstances of each society, each epoch and multiple variables 
that can deliver the results and therefore the vision of social policy to address it, so that each 
country is unique and must adapt policies to its context

This article is an approximation to the analysis of social problems: How, why and why does 
the Colombian state join forces to eliminate poverty in its territory? and how does this respon-
sibility assume that is enshrined in the Political Constitution of the country as an alternative to 
achieve an approach to social equity? In that order of ideas, historical monitoring will be made 
of the indicators obtained by different methodologies that the Colombian state has carried out 
to fulfill its responsibility. It also discusses the methodology used to calculate the Multidimen-
sional Poverty Index and the effects that responded to the social policy generated as a result 
of this study.
Keywords: poverty, wealth distribution, equity, social transformation, social inclusion, inequality.

Introducción

Es una obligación de los estados atender a 
su población y las necesidades básicas de 
los ciudadanos. En ese sentido, la prioridad 
se debería centrar en los individuos que ca-
recen de los elementos indispensables para 
alcanzar su desarrollo humano. El estado 
colombiano debe dar respuesta a estos pro-
blemas sociales, que requieren ser atendidos 
de forma inmediata para así iniciar un proce-
so de acercamiento a la reconciliación con 
las guerrillas, que por más de 50 años han 
estado en desacuerdo con las políticas for-

muladas por los gobiernos de turno. Según 
Aguilar, es necesario 

Cambiar [los] ejercicios tradicionalistas y per-

sonalistas de poder y administración, a articu-

lar más directamente la política y el gobierno 

con las organizaciones de la sociedad (a de-

selitizarse, desestamentizarse, popularizarse, 

masificarse), a reconocer las necesidades de 

demandas de los numerosos sectores socia-

les por bienes y servicios y a transformarlos 

en derechos de ciudadanía (derechos socia-

les). (2013, p. 100)”
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Es necesario dotar a toda la población de 
estos servicios y, especialmente, brindar 
atención a los sectores caracterizados por 
la metodología del IPM como población en 
“estado de pobreza”, que es el interés de este 
trabajo. De esta forma se busca generar un 
cambio social, por lo que se organiza me-
diante movimientos sociales para exigir sus 
derechos al Estado. Bajo esta perspectiva, 
Delgado afirma lo siguiente: 

[…] Podríamos deducir que la primera carac-
terística de un movimiento social es su orient-
ación hacia el cambio social, cuya búsqueda 
es considerada esencial y donde la acción 
colectiva adquiere su dimensión política. Lo 
anterior nos llevaría reconocer que la eficacia 
simbólica de los movimientos sociales y su 
relación con los procesos de cambio social, 
están íntimamente ligadas a su capacidad 
para transformar las definiciones colectivas 
de las situaciones problema que motivan su 
acción, tanto en la dimensión cultural como en 
la institucional. (2007, p. 47).

Esta es la razón por la que el Estado no debe 
simplemente entregar a la ciudadanía solu-
ciones momentáneas; por el contrario, debe 
identificar plenamente cuáles son las pro-
blemáticas y formular, con base en dichas 
problemáticas, oportunidades de desarrollo 
para la población vulnerada. Con respecto a 
esto último, Villaveces analiza la formación 
de la política pública, al indicar que 

“La lógica de la acción colectiva ha permitido 
una nueva forma de estudio de las políticas 
públicas, pues deja en evidencia el rol que 
juegan los grupos de interés, gremios, asoci-
aciones y organizaciones que se constituyen 

alrededor de un tema específico, general-
mente un bien público. Esta mirada amplía la 
forma tradicional de ver las políticas públicas 
desde el Estado como actor principal de toma 
de decisiones. De ahí que, la teoría de la ac-
ción colectiva en las políticas públicas per-
mite identificar la manera como los individuos 
forman o no coaliciones capaces de defender, 
apoyar o derrumbar un determinado programa 
de política pública. (2009, p. 8)”.

Nuestra sociedad ya no exige simplemente 
derechos, exige derechos con calidad, que 
involucren una transformación real. En con-
secuencia, los entes territoriales deben obe-
decer a dicha exigencia, proporcionando las 
herramientas necesarias para que los indivi-
duos puedan abordar las circunstancias de 
la vida, este deber corresponde a la esencia 
de la existencia del Estado. 

Teniendo en claro los objetivos y la vo-
luntad del Estado colombiano para encon-
trar una cobertura total de estos servicios, 
es necesario identificar la población carente 
de estos para concentrar los esfuerzos en 
atender estos requerimientos. Del mismo 
modo en que se emprende la tarea de identi-
ficar a las poblaciones que carecen de estos 
derechos fundamentales, se han adoptado 
sistemas de medición, mediante indicado-
res como el índice de necesidades básicas 
insatisfechas, posteriormente el índice de 
pobreza monetaria y recientemente (especí-
ficamente a partir del año 2011) el Índice de 
Pobreza Multidimensional (IPM) con el que 
se analizará la evolución de los periodos ci-
tados en este trabajo.
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Evolución de la medición de la 
pobreza en Colombia
El Estado Colombiano, solo a partir de 1930, 
asume la responsabilidad de la pobreza, 
pues esta anteriormente estaba en manos 
de la Iglesia. En 1954 se contrató a un equi-
po del Centro de Economía y Humanismo, 
dirigido por el religioso Louis-Joseph Le-
bret, quien se caracterizaba por proponer 
soluciones sociales de acuerdo con los 
dogmas cristianos. En 1962, el gobierno de 
Guillermo León Valencia incrementó la in-
versión en educación en un 20 % del gasto 
público nacional, facilitando el desarrollo 
de acuerdo con las exigencias del momen-
to. Para 1979 los indicadores demuestran 

mejoras en la esperanza de vida que pasó 
(a partir de 1950) de 48 a 58 años. Para la 
década del ochenta se impulsó la mejora en 
la estructura económica; así, por ejemplo, 
para 1985 la economía colombiana creció a 
una tasa de 3.3 % y el PIB per cápita lo hizo 
a 1.37 %. 

Indicador de necesidades 
básicas insatisfechas
Señala la carencia o insuficiencia, por parte 
de un hogar, de una de las necesidades bá-
sicas: vivienda con materiales adecuados, 
servicios públicos de acueducto y alcantari-
llado, nivel bajo de hacinamiento, bajo grado 
de dependencia y asistencia escolar idónea.

Tabla 1. Evolución NBI en Colombia

1985 1993 1996 1997 1998 1999

% personas       
con NBI 45,6 37,2 26 25,9 26 24,9

Fuente: Cálculos DNP-UDS-Diogs con base en Dane, censos de 1983 y 1993

La tabla 1 expone una reducción signifi-
cativa de la pobreza en Colombia para las 
dos últimas décadas del siglo pasado. Es 
importante precisar que cada medición co-
rresponde a necesidades específicas de la 
época, en otras palabras, la sociedad y la 
perspectiva de la pobreza evolucionan; eso 
hace que sea necesario definir nuevamente 

la pobreza, adaptar los indicadores e identi-
ficar la población vulnerable a la realidad de 
la época.

Índice de pobreza monetaria

El cálculo se realiza desde una perspectiva 
multidimensional que consiste en medir la 
pobreza de acuerdo al ingreso.
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Tabla 2. Evolución del índice de pobreza monetaria en Colombia
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% de 
personas 
pobres

50 49,7 49,8 48 47,4 45 42 40,3 37,2 34,1 32,7 30,6 28,5

 Fuente: Departamento Nacional de Estadística 2014

Índice de pobreza 
multidimensional
Surge como complemento a los indicado-
res de pobreza por ingresos. Según el Pro-
grama de Desarrollo de la ONU, este índice 
identifica múltiples carencias a nivel de los 
hogares y las personas y los hogares en 

los ámbitos de la salud, la educación y el 
nivel de vida. Para este cálculo se utilizan 
los microdatos de la Encuesta Nacional de 
Calidad de Vida ENCV, que realiza todos los 
años el Departamento Nacional de Estadís-
tica (DANE), donde se miden 5 dimensiones 
y 15 indicadores.

Tabla 3. Evolución del índice de pobreza multidimensional en Colombia

2002 2003 2008 2010 2011 2012 2013 2014

% 
personas 
pobres

50 49 35 30,4 29,4 27 24,8 21,9

Fuente: Cálculos del Departamento Nacional de Planeación con base en ENCV 2002-2008 y DANE 2010-2014

A partir del año 2010 este indicador se ha cal-
culado con regularidad, encontrando una reduc-
ción en 10 puntos porcentuales de la pobreza 
en Colombia. Estos cálculos se basan en cinco 

dimensiones que se analizan a continuación, in-
tentando sustentar el efecto positivo y la nece-
sidad de dar continuidad o reforzar las políticas 
sociales que permiten el logro del objetivo.
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Colombia ha adoptado diferentes indica-
dores para identificar la población definida 
como pobre; para los fines definidos en esta 
investigación se tendrá en cuenta el Índice 
de Pobreza Multidimensional (IPM), indica-
dor adoptado por el Estado colombiano, con 
el cual se analizará en las series de tiempo 
de 2010 a 2014, en función de la posibilidad 
de atender a la población objetivo.

De un Estado asistencialista a 
uno emprendedor
Siempre se ha debatido en torno a la forma 
como los Estados inclinan las políticas; por 
ejemplo, si éstas se enfocan en un Estado 
desarrollador o en una tendencia hacia pro-
veer los servicios básicos de forma directa, 
en busca de una distribución equitativa de 
los ingresos. De esta forma, los informes de 
la CEPAL muestran, con base en el análisis 
de múltiples indicadores, que Cuba es el país 
más equitativo de Latinoamérica; mientras 
que Colombia figura como uno de los países 
con mayor inequidad. Aun así, en los dos mo-
delos (Estado desarrollador y aquel que brin-
da servicios básicos de forma directa) las 
tendencias a la desigualdad son reales; sin 
embargo, resalta con más intensidad el mo-
delo donde predomina la libertad de merca-
do, al permitir la ausencia de servicios socia-
les a la población con menor habilidad para 
obtener recursos y que se ha caracterizado 
como “población en estado de pobreza”. 

Es función del Estado intervenir en la pro-
ducción de servicios que permitan el desa-
rrollo de la persona como parte de una socie-
dad. Para que un pueblo adquiera un espíritu 
emprendedor es indispensable incentivar el 

desarrollo de los individuos, permitiendo que 
cada persona adquiera las herramientas ne-
cesarias para un óptimo desempeño, claro 
está, las políticas públicas deben estar enfo-
cadas para este efecto, tal y como lo descri-
be Zerda Álvaro:

“La construcción de un nuevo modelo 
económico implica una fuerte reorientación de 
la inversión pública desde el gasto improduc-
tivo e incluso destructivo (la guerra) hacia las 
actividades de apoyo al desarrollo con equidad 
de las fuerzas productivas, como educación, 
salud, investigación, innovación e infraestruc-
tura, que al mismo tiempo absorben mano de 
obra para reactivar la generación de empleo en 
una primera instancia”. (2009, p. 53)

El efecto positivo, resultado de la aplicación 
de estas políticas, trasciende en las políticas 
macro del Estado, permitiendo incorporar al 
sector productivo a esa franja poblacional 
etiquetada anteriormente como pobres, a la 
efectividad de la ejecución del gasto en las 
regiones y al compromiso pleno de cada ciu-
dadano.

El análisis anterior se retoma para efectos 
de entender la evolución histórica de las po-
líticas nacionales, que el Estado colombiano 
adoptó con el objeto de eliminar la pobreza. 
Estos postulados se formalizaron en la Cons-
titución Política Colombiana, específicamen-
te en los artículos 1,2, 7 y 8, indicando como 
obligación del Estado colombiano proveer a 
los ciudadanos en iguales condiciones los 
medios para su libre desarrollo, la protección 
de sus derechos fundamentales, del medio 
ambiente y la diversidad étnica.
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Qué es el IPM
El Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), 
desarrollado por el Oxford Poverty & Human 
Development Initiative (OPHI), es un indica-
dor que refleja el grado de privación de las 
personas en un conjunto de dimensiones. La 
medida permite determinar la naturaleza de 
la privación (de acuerdo con las dimensiones 
seleccionadas) y la intensidad de la misma. 
EL IPM es la combinación del porcentaje de 
personas consideradas pobres, y de la pro-
porción de dimensiones en las cuales los ho-
gares son, en promedio, pobres.

La propuesta de IPM, desarrollada por el 
Departamento Nacional de Planeación para 
Colombia, está conformada por 5 dimensio-
nes y 15 variables. Adicionalmente, el IPM se 
desarrolla a través de la construcción de una 
matriz de 1 o 0, donde el 1 representa priva-
ción y 0 no privación. En la matriz (1) las filas 
representan los hogares y las columnas las 
15 variables evaluadas.

Una vez establecidas las ponderaciones 
se realiza una suma ponderada para cada 
hogar y se determina si es pobre con base 
en el umbral establecido. Para determinar la 
condición de pobreza, el promedio pondera-
do de las privaciones debe ser igual o supe-
rior a (5/15). En Colombia, las variables se di-
viden en dimensiones (cada dimensión pesa 
lo mismo), y al interior de cada una de ellas 
las variables toman el mismo peso. 

Las dimensiones y variables consideras 
para el IPM de Colombia son: 

•	 Condiciones educativas del hogar: logro 
educativo y analfabetismo

•	 Condiciones de la niñez y juventud: asis-
tencia escolar; rezago escolar; acceso a 
servicios para el cuidado de la primera 
infancia y trabajo infantil

•	 Trabajo: desempleo de larga duración y 
empleo formal 

•	 Salud: aseguramiento en salud y acceso 
a servicio de salud, a partir de una necesi-
dad

•	 Servicios públicos domiciliarios y condi-
ciones de la vivienda: acceso a fuente de 
agua mejorada; eliminación de excretas; 
pisos; paredes exteriores y hacinamiento 
crítico.

Evolución de las dimensiones y 
variables del IPM en Colombia 
y acciones del Estado para 
combatir la pobreza 2010-2014

Condiciones educativas               
del hogar
Se refiere al logro educativo y el analfabetis-
mo del núcleo familiar. El primero se consi-
dera privación si al menos existe una perso-
na de 15 o más años del hogar con menos 
de nueve años de educación. En ese sentido, 
los esfuerzos enfocados a incrementar la 
cobertura no son suficientes, por lo que es 
indispensable continuar con las políticas 
que impidan la deserción escolar y generar 
las condiciones para terminar la básica se-
cundaria. El segundo, el analfabetismo, está 
asociado a la condición de saber leer y escri-
bir; cuando no se tienen estas capacidades, 
se incrementa sensiblemente el grado de vul-
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nerabilidad económica de los individuos. El 
IPM considera en privación a un hogar si al 

menos hay una persona de 15 o más años 
que no sabe leer o escribir.

Figura 1. Hogares con bajo logro educativo en Colombia 

Fuente: DANE-ENCV (2015)

La figura 1 permite visualizar el comporta-
miento en porcentajes de hogares con pri-
vación de las condiciones educativas. Esta 
refleja una reducción en los últimos cinco 
años del 55 % en el año 2010 al 48% para 
el año 2015. El indicador evidencia las de-
ficiencias del sistema educativo en materia 
de acceso y permanencia de los ciudada-
nos, la evolución refleja una tendencia cons-
tante a la reducción, pero aún se registra un 
porcentaje muy representativo de personas 
con carencia de servicios educativos.

Condiciones de la niñez                  
y la juventud
Se mide a través de cuatro indicadores: 1) 
inasistencia escolar, 2) rezago escolar, 3) 
barreras de acceso a servicios para el cui-
dado de la primera infancia y 4) el trabajo 
infantil. Sin duda, indicadores como la ina-
sistencia escolar son resultado de atención 
integral a la familia, alimentación escolar 
y las condiciones de acceso a los centros 
educativos. Este es un esfuerzo que se ha 
estado realizando, en asocio con el nivel 
central y las regiones, dotando los centros 
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educativos y proporcionando el suminis-
tro alimentario para los menores, evitando 
comportamientos de discriminación en las 
comunidades académicas para asegurar la 
asistencia de la totalidad demandada. Por 
otro lado, el rezago escolar hace referencia 
a las siguientes condiciones: tiene 7 años 
y no tiene al menos 1 de educación, tiene 
8 años y no tiene al menos 2 años de edu-
cación, tiene 9 años y no tiene al menos 3 
años de educación, tiene 17 años y no tiene 
al menos 11 años de educación.

Se han realizado reformas al sistema edu-
cativo, que dieron soporte a las bases para 
el desarrollo de políticas sectoriales y, ade-
más, permitieron incrementar la cobertura en 
los niveles de educación básica y media. En 
este sentido, se asignaban recursos como 
respuesta a la población atendida. También 
se diseñó un modelo de incentivos y se or-
ganizó un sistema robusto de información 
sobre docentes y estudiantes que facilitaron 
la toma de decisiones para focalizar los re-
cursos y optimizar la capacidad de gestión 
de las Secretarias de Educación (entidades 
descentralizadas) y las instituciones educa-
tivas. Este proceso condujo a la mejora en 
infraestructura, evidenciada en la ampliación 
de sedes existentes y construcción de nue-
vas sedes educativas.

Este proceso permitió un paso acelerado 
en el cumplimiento de metas referidas a co-
bertura y permanencia de la población menor 
a 15 años y la inclusión en programas a los 
mayores. Delgado (2014), lo expone clara-
mente en el informe final de la educación bá-

sica y media en Colombia, 

Pese a los avances obtenidos, persisten aún 
rezagos significativos tanto en cobertura 
como en calidad que afectan especialmente 
a los hogares de bajos ingresos, a algunas 
regiones geográficas, a la población rural y a 
las minorías étnicas. De cada 100 estudiantes 
que ingresan al sistema educativo en la zona 
rural, 48 culminan la educación media, mien-
tras que en las áreas urbanas lo hacen 82 es-
tudiantes. (p. 3).

Según este informe, se han aplicado diferen-
tes políticas con el fin de promover la perma-
nencia escolar. Entre ellas: la asignación de 
subsidios focalizados en los hogares con ni-
ños entre 7 y 18 años de más bajos recursos, 
a los grupos indígenas y a aquellos que se 
encuentran en situación de desplazamiento. 
Para el año 2013 el programa contaba con 
2.9 millones de familias beneficiarias. En 
cuanto al programa de gratuidad en la edu-
cación, cuyo objetivo es reducir los costos 
educativos y permitir el ingreso a niños de 
familias de bajos recursos, se ha incremen-
tado la cobertura considerablemente. Este 
programa, para el año 2012, cumple con sus 
objetivos en los estudiantes de todas las en-
tidades educativas.

Los programas de alimentación escolar 
son un soporte nutricional para los niños en 
edad escolar. Sarmiento (2010) asegura que 
estudiantes de entidades públicas (5 millo-
nes de estudiantes) participan actualmente 
de estos programas.
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Figura 2. Hogares con privación de rezago escolar en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2016

La evolución muestra una reducción del 35 % 
para el año 2010, al 29,5 en al año 2015. Es 
porcentaje de hogares con privación de reza-
go escolar. El resultado de esta reducción se 
debe a la aplicación de múltiples políticas, a 
saber: subsidio al transporte escolar, entrega 
de alimentos en instituciones educativas, fo-
calización de los cupos cerca de la demanda 
(construcción de nuevas instituciones y am-
pliación de otras). 

Los recursos para este sector provienen 
de forma directa del Ministerio de Educación 
Nacional e indirectamente por otras entida-
des, como el Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, el cual se encarga 
de administrar los subsidios condicionados 
a la asistencia escolar de los niños de hoga-
res con bajos ingresos. El Ministerio de las 
Tecnologías de la Información y Comunica-
ciones proveen computadoras y conexión a 

Internet en los colegios públicos y motivan la 
participación de entidades territoriales para 
que destinen recursos propios, con el fin de 
apoyar programas complementarios como 
alimentación y transporte.

En proporción al Producto Interno Bruto, 
el gasto total en educación ha oscilado du-
rante los últimos ocho periodos entre el 7,3% 
y el 8,1%; y, específicamente, para este logro 
el gasto en la educación básica y media ha 
sido del 3,5% al 3,8%. Los resultados de los 
años recientes en relación al tema de calidad 
educativa, contrastan con los resultados de 
las pruebas PISA encargada de evaluar capa-
cidades y conocimientos referidos a: lectura, 
matemáticas y ciencias. El indicador interna-
cional arroja los últimos puestos compara-
dos con los demás países que presentaron 
las pruebas. La explicación a este efecto lo 
analiza Vergara (2015):



37  

EstrategiaOrganizacional

Revista Estrategia Organizacional / UNAD / ISSN 2339-3866 / Vol. 4 / No. 1-2 / pp. 27-48 / 2015

El argumento que puede justificar los defici-
entes resultados en calidad tiene que ver con 
que las cohortes de los estudiantes que pre-
sentaron las pruebas en mención se confor-
man por menores que empezaron su ciclo de 
aprendizaje en promedio hace diez años. Hay 
que recordar que el énfasis fundamental de la 
inversión en educación durante los periodos 
presidenciales de 2002 a 2010 se orientó a fo-
mentar la ampliación de la cobertura educati-
va en todos los niveles, y no en el mejoramien-
to de la calidad (p. 2).

La tendencia de este indicador refleja los re-
sultados de esfuerzos conjuntos en búsque-
da de lograr la calidad educativa a mediano 
plazo, implica la continuación y fortaleci-
miento de este tipo de programas, permitien-
do la inclusión de la población caracterizada 
en esta variable y con la integración de todas 
las regiones.

Hogares sin acceso a servicios 
para el cuidado de la primera 
infancia. Es decir, hogares 
con al menos un niño de 0 a 5 
años sin acceso a todos los 
servicios de cuidado integral 
(salud, nutrición y cuidado)
La atención integral de primera infancia 
garantiza los derechos referidos a: salud, 
nutrición, vacunas, protección contra los 
peligros físicos y educación inicial Se con-
sidera que un menor goza de bienestar 
cuando está cubierto por el sistema gene-
ral de Seguridad Social. Es fundamental en 
la primera infancia permanecer al cuidado 
de un adulto responsable o asistir a un ho-
gar comunitario, guardería o preescolar; 

asimismo, recibir alimentación en el lugar 
donde permanecen la mayor parte del tiem-
po. Los hogares con al menos un niño sin 
acceso a todos estos servicios serán consi-
derados como no aptos para el cuidado de 
primera infancia.

En esta variable, los programas están di-
rigidos a proporcionar calidad educativa en 
las nuevas generaciones. El objetivo primor-
dial es poder erradicar a largo plazo la caren-
cia total de educación en Colombia.

Las diferentes modalidades de atención 
se definen después de analizar resultados 
en varios escenarios, producto del proceso 
llevado a cabo por los niños y el acompaña-
miento de sus familiares. Así se describe en 
su página oficial El Ministerio de Educación 
Nacional al citar en el informe, Componen-
tes y Estándares de Calidad en la educación 
inicial el marco de la atención integral 2013:

Para iniciar, es preciso reconocer que la famil-
ia es por excelencia el escenario en el cual se 
inicia la atención integral de los niños y niñas, 
puesto que es el primer agente socializador y 
educador. Aun así no es un escenario exclu-
sivo para la Atención Integral, la familia desde 
el momento mismo de la concepción, empie-
za a participar en espacios dirigidos a crear 
condiciones que favorecen el desarrollo in-
fantil de los bebes, seguido por escenarios de 
salud, y escenarios de participación pública. 
En este sentido la educación inicial se inscribe 
como un escenario en el marco de la atención 
integral, donde se generan las condiciones di-
rigidas a promover y generar el desarrollo in-
tegral de los niños y niñas. Estos escenarios, 
se materializan a través de dos modalidades: 
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Familiar e Institucional o Centros de Desarrol-
lo Infantil. (2013, p. 1)

Estas modalidades están orientadas a ga-
rantizar el derecho de la atención integral y 
la educación inicial de calidad para los niños 
desde la gestación hasta su ingreso al siste-
ma de educación en el grado preescolar.

Modalidad institucional (Centros de Desa-
rrollo Infantil): son instituciones diseñadas 
para atender y promover el desarrollo inte-
gral a través de la educación inicial, con la 
participación de profesionales cuyo propó-
sito es generar oportunidades de expresión 
y comunicación. Las acciones relacionadas 
con la nutrición, se llevan a cabo en común 
acuerdo entre el Estado y la familia.

Modalidad de educación inicial familiar: se 
priorizan las particularidades culturales y geo-
gráficas de la población del país que habita en 
zonas rurales dispersas, así como los niños y 
sus familias, ofreciendo el acompañamiento y 
fortalecimiento de los miembros de la familia 
y cuidadores, con el fin de potenciar el desa-
rrollo de los niños menores de 6 años.

El Estado como garante, con la correspon-
sabilidad de la familia y la sociedad, intenta 
que sea operativo el concepto de calidad pro-
puesto para poder convertirlo en un proceso 
de mejoramiento continuo y, de esta manera, 
se pueda organizar la prestación del servicio 
de educación inicial como atención integral. 
En este sentido, se dividió en seis componen-
tes de calidad, como son:

1.	 Familia, comunidad y redes sociales: se 
generan mecanismos de participación 
para las familias; se intercambia de for-

ma permanente información referida al 
comportamiento de los niños en el hogar; 
se socializa y orientan acciones locales 
que permitan brindar atención integral de 
los derechos a los niños.

2.	 Salud y nutrición: son todas las acciones 
dirigidas a garantizar la salud y nutrición., 
entre ellas están: promover el acceso a 
los servicios de salud, exponer estilos 
de vida saludables, garantizar una ali-
mentación balanceada y motivar un am-
biente saludable.

3.	 Proceso pedagógico y educativo: son 
las prácticas pedagógicas de cuidado 
que promuevan el desarrollo infantil de 
acuerdo a los lineamientos técnicos na-
cionales. Para ello se construye colecti-
vamente entre los actores de las modali-
dades (niños, familias, cuidadores).

4.	 Talento Humano: son las acciones orien-
tadas a garantizar la formación de equi-
pos de trabajo para la atención de los 
niños en los procesos pedagógicos, ad-
ministrativos y de servicios. 

5.	 Ambientes educativos y protectores: se 
fija la atención en las condiciones físicas 
y psicológicas identificando y mitigando 
cualquier riesgo que ponga en peligro la 
vida de los niños.

6.	 Proceso administrativo y de gestión: con-
templa las actividades de planeación, 
organización, ejecución, seguimiento, 
evaluación y control para alcanzar los 
objetivos propuestos y la gestión de los 
prestadores de servicio.
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Figura 3. Hogares con privación de niños de 0 a 5 años sin acceso a servicios de cuidado integral en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2015

En este indicador hay un comportamiento 
ligeramente positivo. Los sesgos son el re-
sultado de múltiples responsables en estos 
planes de contingencia, es decir, los entes te-
rritoriales de algunas autoridades locales. El 
efecto directo es el fenómeno de desplaza-
miento y el crecimiento de la población. Aún 
no se demuestra estabilidad en la reducción 
de esta enorme problemática. Los diversos 
esfuerzos realizados con el fin de incremen-
tar los servicios focalizados en el bienestar 
y la educación dada a la primera infancia, no 
han sido suficientes; sin embargo, la voluntad 
política todavía mantiene el propósito de for-
talecer estos programas. Por ello, en agosto 
de 2016 se crea la ley “de cero a siempre”, la 
cual pretende focalizar recursos de diferen-
tes instituciones y ofrecerlas a servicios inte-
grales para el desarrollo de primera infancia.

De forma concreta, esta ley pretende de-
sarrollar las siguientes acciones descritas en 
la cartilla, Atención Integral: Prosperidad para 
la primera infancia. 

1. Nace en una familia que le acoge y se 
prepara para su crianza. 2. Cuenta con padres, 
madres o cuidadores principales que ponen 
en práctica pautas de crianza que favorecen 
su desarrollo temprano. 3. Es valorado y moni-
toreado en su crecimiento y desarrollo. 4. Vive 
y disfruta del nivel más alto posible de salud. 
5. Se encuentra en un estado nutricional ade-
cuado. 6. Cuenta con la posibilidad de crecer 
en ambientes que favorecen y potencian su 
desarrollo. 7. Expresa sus sentimientos, ideas 
y opiniones en sus escenarios cotidianos y 
estas son tenidas en cuenta. 8. Cuenta con 
identidad jurídica y cultural. 9. Permanece en 
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ambientes seguros y protegidos. 10. Crece en 
un contexto que promociona sus derechos y 
actúa ante la exposición a situaciones de ries-
go o vulneración. (2015, pp. 14-15)

Los programas dirigidos para este fin no se 
limitan solamente a la atención directa. Es la 
participación inicial del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar el que tiene a cargo, 
dentro de la estrategia, la operación de ser-
vicios en los Centros de Desarrollo Infantil 
en sus dos modalidades. Igualmente, en su 
rol de rector del Sistema Nacional de Bien-
estar Familiar, apoya la estrategia en el for-
talecimiento territorial y en la definición de 
políticas públicas referidas a los municipios. 
La red pública de salud tiene la prioridad de 
atender gratuitamente la población es este 
rango de edad y los programas de atención 
domiciliaria ofrecen el acompañamiento a 
los hogares donde se ha identificado a ni-
ños en este nivel de edades o gestantes para 
cumplirles sus derechos en el área de salud, 
nutrición y servicio social. El ICBF está dota-
do de equipos profesionales, con el fin de de-
tectar la población que requiere este servicio. 
El objetivo es realizar seguimiento y asegurar 
el bienestar de los menores. Todo esto se 
realiza con el fin de construir una sociedad 
cuyo conocimiento social permita la equidad 
y la garantía de los derechos básicos en la 
primera infancia Para León:

Formar ciudadanos desde el preescolar im-
plica entonces, tanto para educadores como 
para todos los diferentes profesionales que 
están liderando este propósito, conocer y 
discutir los resultados que han mostrado los 
estudios sobre la construcción del mundo so-

cial en el niño y, con los resultados en este 
dominio de conocimiento, conocer los fun-
cionamientos que tienen los niños y las rel-
aciones que establecen, para comprender el 
mundo social en el que están inmersos, para 
interactuar con otros dentro de este mundo 
y para llevar a cabo acciones prosociales, 
de respeto y de solidaridad con los demás. 
(2015, p. 250).

En este aspecto, resulta ser una declaración 
de la voluntad política, con el fin de asegurar 
la calidad de la educación a mediano y lar-
go plazo. La creación de la “Ley de primero a 
cero” pretende dar garantía a la continuidad 
de dicha política. Teniendo en cuenta que los 
resultados no son inmediatos, el crecimien-
to de la demanda de población desprotegida 
y la situación que experimenta el país en el 
posconflicto, es pertinente hacer lo posible 
para afianzar este tipo de decisiones.

Trabajo
Esta variable se mide desde la perspectiva 
de dos indicadores: el desempleo de larga 
duración y el empleo informal.

El desempleo de larga duración incide en 
la pobreza cuando hay hogares con al me-
nos una persona económicamente activa 
que se encuentra desempleada por más de 
12 meses.

Este indicador es directamente proporcio-
nal al crecimiento de la economía. Hay una li-
gera tendencia al incremento del desempleo 
de larga duración. No obstante, puede hacer-
se un contraste con la evolución general del 
indicador de pobreza que se reduce, aunque 
el ingreso no es determinante en el logro de 
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dicho indicador. Es indispensable realizar un 
análisis más extenso para lograr interpreta-
ciones acertadas. Es preciso determinar si 
el crecimiento normal de la población no au-
menta con la estructura productiva que brin-

da ese mercado laboral. O en otro escenario, 
si el Estado, en su esfuerzo por brindar servi-
cios, ha logrado sostener el peso de las ma-
sas que carecen de ingresos o simplemente 
hay un paso a la informalidad. 

Figura 4. Hogares con privación de empleo de larga duración en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2015

La evolución de la sociedad y los esfuerzos 
del Estado por atender la población vulnera-
ble deben transformarse en hogares de clase 
media para evitar el retorno a dicho estado 
social de precariedad y vulnerabilidad. To-
mando la idea de Angulo:

Los hogares vulnerables pueden, como resul-
tado de choques globales o idiosincrá- sicos, 
caer fácilmente en la pobreza, los hogares de 
clase media son por el contrario tienen una 
menor probabilidad de caer en la pobreza por 
tanto puede decirse que la han abandonado 
de manera casi definitiva. (2014, p. 176).

Este efecto socioeconómico está estrecha-
mente relacionado con políticas macroeco-

nómicas. Los diversos intereses buscan la 
estabilidad de la economía nacional, el desa-
rrollo sostenible de las estructuras producti-
vas y el progreso cultural logrado a través de 
la formación de los individuos.

El segundo indicador de informalidad 
muestra que al menos una persona del hogar 
no tiene afiliación a los sistemas de pensio-
nes o se encuentra en desempleo. 

La constante decreciente de este indica-
dor, no implica que una buena parte de este 
porcentaje de la población ahora se encuentre 
con empleo formal. Resulta ser un aspecto de 
análisis al que se le debe prestar especial cui-
dado. La interpretación nos permite ver que 
gran cantidad de la sociedad Colombiana se 
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encuentra en la informalidad o desempleo. 
Con dichas cifras podríamos encontrar una de 

las razones que explican por qué Colombia es 
uno de los países más desiguales del mundo. 

Figura 5. Hogares con empleo informal o en desempleo en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2015

Igual que en el caso anterior, la población que 
no encuentra empleo formal se integra en la 
informalidad. Es alarmante que un porcenta-
je muy elevado de la población se encuentre 
en estas circunstancias. La evolución se re-
duce de un 84% en 2010, y para el año 2015, 
se encuentra con una composición aun ele-
vada del 74%. La informalidad se puede de-
finir como población vulnerable, que está en 
riego de pertenecer nuevamente a la pobla-
ción en condición de pobreza. 

Salud
Contiene lo concerniente al aseguramiento o 
negación del servicio de salud según sea la 
necesidad o requerimiento.

Aseguramiento de salud: se consideran 
privados de salud aquellos hogares donde, 
por lo menos una persona mayor de 5 años, 
se encuentra sin garantías dadas por la se-
guridad social. Una cobertura amplía en el 
área de la salud ha sido un esfuerzo constan-
te de todos los entes gubernamentales. La 
participación de las regiones y el trabajo del 
gobierno central han sumado esfuerzos para 
lograr incrementar la cobertura en el servicio 
de la salud. Es indispensable dar continui-
dad a estas políticas públicas, pues aún se 
encuentran hogares desprotegidos que re-
quieren los servicios de la salud, con el fin de 
incrementar su calidad de vida.
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 Figura 6. Hogares sin aseguramiento al sistema de seguridad social en Colombia.

Fuente: DANE-ENCV, 2015

Puede interpretarse, según la figura 6, que la 
garantía del sistema de seguridad social ha 
evolucionado en términos generales Sin em-
bargo, no muestra una estabilidad que nos 
permita certificar la cobertura total. Es pre-
ciso anotar que hay incrementos en los indi-
cadores, pero esto se debe, al parecer, por la 
renovación de contratos concernientes a las 
firmas prestadoras del servicio.

Acceso a servicio de salud dada una ne-
cesidad: este indicador se mide teniendo 
en cuenta a aquellas personas o miembros 
del hogar que en los últimos 30 días tuvie-
ron una enfermedad, accidente, problema 
odontológico o alguna otra complicación de 

salud. Se tiene presente si dichas afecciones 
implicaron hospitalización o visita al médico 
general, especialista, odontólogo, terapista 
o institución de salud, y cuyos servicios de 
salud no fueron dados a satisfacción del so-
licitante.

El resultado de la figura 7 refleja una re-
ducción en el porcentaje de hogares que pre-
sentan privación del servicio de salud cuando 
lo requiere. Vale precisar que dicha privación 
no es constante. Sin embargo, logra afectar 
la estadística, debido a que impacta en los 
índices que miden la cobertura en el área de 
la salud en donde no se tiene en cuenta la ca-
lidad del servicio. El tema lo aborda Vargas:
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Figura 7. Porcentaje de hogares con privación, sin acceso al servicio de salud cuando lo necesita en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2015

La reforma colombiana ha sido considerada 
como una experiencia exitosa en la mejora 
del acceso por el incremento de la cobertura 
de la afiliación. No obstante, la afiliación a un 
seguro no es equivalente a acceso adecuado. 
En este sentido, los estudios analizados no 
parecen indicar un aumento en la utilización 
de servicios –salvo en el régimen subsidiado-, 
así como también muestran la persistencia de 
barreras que dificultan el acceso, incluso para 
la población asegurada. (2010, p. 709)

La evolución del indicador se traduce en nive-
les de cobertura que refleja un avance. Pero 
la pretensión de responsabilidad universal en 
la salud, es un reto que el gobierno Colom-
biano debería tener muy presente en sus po-
líticas públicas y buscar las estrategias para 

implementar un servicio integral desde una 
perspectiva multidimensional. El siguiente 
texto Fajardo, muestra una aproximación:

En este sentido, el monitoreo del acceso efectivo 
en los servicios de salud debe basarse en resulta-
dos, a través del cumplimiento de metas y objetivos 
y de la generación de esquemas de incentivos, los 
cuales podrán ser medibles a través de la satisfac-
ción tanto de los usuarios como de los prestadores 
del servicio, o bien, de la demanda de servicios de 
acuerdo con las necesidades de la población, del 
perfil epidemiológico y del mayor número de inci-
dencias en cuanto a accidentes. (2015, p. 182).

Servicios públicos domiciliarios 
y condiciones de vivienda
Este indicador se mide por acceso a fuente 
de agua potable, vivienda con inadecuada eli-
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minación de excretas, material impropio de 
pisos, material incorrecto de paredes exterio-
res y hacinamiento crítico.

En cuanto al hacinamiento crítico se con-
sidera privado un hogar si el número de per-
sonas por cuarto es mayor o igual a 3.

Figura 8. Hogares con hacinamiento crítico en Colombia

Fuente: DANE-ENCV, 2015

Papel de los gobiernos locales 
Desde los inicios del proceso de descentra-
lización en Colombia (años 90), las decisio-
nes en política pública no se encontraban 
acordes con las responsabilidades fiscales. 
Esto permitió que buena parte de los recur-
sos estuviera dirigido a procesos burocrá-
ticos y no a la inversión social. Además, no 
se acompañó seriamente el proceso de des-
centralización tributaria, lo que provocó en-
deudamiento y una amenaza a la estabilidad 
macroeconómica debido al mal manejo que 
se le dieron a las finanzas públicas. Debido 
a dicha problemática nacional se adoptaron 
una serie de reglas fiscales que operarían 
bajo cuatro pilares: 1) limitar el endeuda-
miento, 2) aprovisionar el pasivo pensional, 

3) reducir los gastos y 4) contar con metas 
de superávit primario.

Esta corrección condujo a resultados fa-
vorables que beneficiaron las finanzas públi-
cas. Para 2010 los esfuerzos de las entida-
des territoriales ya evidenciaban resultados 
satisfactorios. De esta manera, los entes te-
rritoriales fueron adquiriendo más elementos 
que les permitía mejorar en su capacidad de 
administrar y en su eficacia para solucionar 
problemas cuyos resultados benefician a la 
comunidad.

Con el esquema de descentralización, el 
aporte de los gobiernos locales se consti-
tuye en parte integral del esfuerzo que lide-
ra el gobierno central referido a la atención 
a la población que motivó este estudio. Es 
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responsabilidad directa de los gobiernos 
propiciar a los hogares la cobertura de agua 
potable, alcantarillado y administración en 
la asignación de servicios de salud y educa-
ción. Esta atención inicial a la población ge-
nera el impulso necesario para formar una 
sociedad que pueda sostener sus necesida-
des y que generen sus propias soluciones.

En estos momentos, Colombia vive un 
proceso de reconciliación y es evidente la ne-
cesidad de presentar soluciones de fondo a 
las problemáticas presentadas, cuyos efec-
tos se vean reflejados en las dinámicas so-
ciales. No es suficiente con la exposición de 
índices numéricos, sino que es fundamental 
la transformación de los destinos regionales 
de la población colombiana.

La academia, como uno de los protago-
nistas en el progreso del país, debe aportar 
herramientas útiles que contribuyan en la so-
lución. Transformar los resultados históricos 
de la población y, finalmente, constituirlos 
como parte productiva. Resulta ser un enor-
me desafío y una muy buena oportunidad 
para encaminar a las nuevas generaciones 
en un paso seguro al desarrollo y al bienestar 
general. 

Conclusiones
La esencia que justifica la existencia de los 
Estados nacionales es la humanidad. La ca-
lidad de la vida humana depende, en gran 
medida, de la responsabilidad que tienen los 
diferentes agentes por garantizar el cumpli-
mento de los derechos y deberes de los ciu-
dadanos. La diversidad de modelos para go-
bernar permite que cada país se identifique 

con las diversas tendencias políticas que una 
sociedad prefiere. El pueblo es quien permi-
te su propio sistema y, bajo este principio, se 
entrega a las disposiciones de sus gobernan-
tes. Esta decisión suele ser colectiva y ahí es 
donde los derechos y deberes también reve-
lan su carácter de colectividad. Equilibrar es-
tas complejas condiciones se convierte en la 
mayor tarea de los gobernantes. 

Cada Estado tiene su propia forma para 
medir la pobreza. En un país que no ha alcan-
zado un grado de desarrollo económico ele-
vado y que carece de los medios necesarios 
para garantizar a toda su población una for-
mación integral como seres humanos, que 
facilite una vida digna y equitativa. Las polí-
ticas económicas se enfocan únicamente en 
el crecimiento de la economía global, dejan-
do de lado la población que se encuentra en 
la pobreza y considerándolos como meros 
consumidores de productos innecesarios, 
dejando de lado los servicios integrales que 
pretenden ofrecer una vida de calidad..

En lo que se refiere a los departamentos 
de gerencia en las entidades del Estado, es 
necesario entender que el ser humano es el 
beneficiario. El servicio debe prestarse a la 
colectividad y no solamente a unos pocos, 
pues las estructuras y modelos políticos no 
tienen razón de ser si el objeto no es el bene-
ficio general.

El progreso de la sociedad no es un asunto 
de corto o mediano plazo, sus efectos siem-
pre se evidencian en generaciones posterio-
res. En este sentido, la voluntad de fortalecer 
las políticas sociales no debe depender solo 
del gobierno en función, sino del constante 
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trabajo que realice toda la sociedad y de la 
construcción de una estructura democrática 
que impulse enfáticamente la pretensión de 
atender los sectores menos favorecidos.

Las necesidades de acelerar el desarrollo 
económico y producir grandes cantidades de 
mercancías no debe desviar los principios 
fundamentales del ser humano racional, cu-
yos principales objetivos están enfocados 
hacia el encuentro con la felicidad como be-
neficio de la sociedad. Así pues, se considera 
que el consumo no debería ser prioridad de 
primer orden para las personas, sino que es 
fundamental que el arte y las humanidades 
no se conviertan en simples productos del 
mercantilismo.
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